
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.   

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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COMPETENCIA PARA TRAMITAR INCIDENTE DE DESACATO. [Q]ue se cierren puertas para recibir acciones constitucionales y procesos nuevos, no impele a desatender normas como el Decreto 1265 de 1970, que le sirve de pábulo al Juzgado Quinto Civil para proveer en la forma señalada, tanto más cuando en el mismo acuerdo nada se dijo de la competencia en segunda instancia cuando ya se había conocido con antelación de un determinado asunto. Y es que, si se mira bien la regla, aplicada por analogía en cuanto toca con la generalidad de una segunda instancia judicial, establece el numeral 3º del artículo 19 que “Cuando un negocio haya estado al conocimiento de la Sala se adjudicará en el reparto al Magistrado que lo sustanció anteriormente”; norma que trae inserta un competencia privativa para el despacho que conoció y sustanció inicialmente el proceso.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

            SALA UNITARIA CIVIL-FAMILIA
Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, dos de febrero de dos mil dieciocho
Expediente: 66001-40-03-004-2017-00971-03
Decide la Sala el conflicto de competencia suscitado por el Juzgado Primero Civil del Circuito de la ciudad frente a su homólogo Quinto local, en el presente incidente de desacato promovido por Gloria Inés Flórez Guerrero, en calidad de agente oficiosa de Ligia Guerrero Rodríguez contra la EPS COOMEVA.
ANTECEDENTES

Ligia Guerrero Rodríguez, obtuvo el 26 de septiembre de 2017, sentencia de tutela favorable frente a COOMEVA EPS, proferida por el Juzgado Cuarto Civil Municipal de esta ciudad, en la que fueron amparados sus derechos fundamentales a la salud y vida en condiciones dignas. En virtud de ello, se conminó a la accionada con el fin de que programara una cita para valoración por grupo interdisciplinario para efectos de determinar la viabilidad de una intervención quirúrgica. Como esto no se ha materializado, la agente oficiosa propuso incidente de desacato.

Iniciado el trámite de rigor, el Juzgado Cuarto Civil Municipal impuso doble sanción a los funcionarios respecto de los que estimó que debían recaer las mismas (f. 31 y 32, c. ppal.). 
Para el grado de consulta se repartió el asunto al Juzgado Quinto Civil del Circuito (c. 2), el que con auto del 24 de enero del presente año, previa alusión al hecho de que el mismo se tramitó con anterioridad ante el Juzgado Primero, según registro del Programa Siglo XXI, y con apoyo en lo prevenido por el Decreto 1265 de 1970 y el Acuerdo 1472 de 2002, estimó que no podía asumir su conocimiento.

 



No obstante, con fundamento en el contenido del artículo 6º, del Acuerdo CSJRIA 17-738 de noviembre 2 de 2017, expedido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, el Juzgado Primero Civil, indicó que como aún mantiene vigencia la suspensión de reparto de demandas nuevas y de acciones constitucionales, no le era posible conocer de la consulta, tanto más con la orientación que el mismo Consejo Seccional de la Judicatura remitió al Jefe de Oficina Judicial en torno a ese acuerdo y que hizo precisión sobre esa clase de trámites inclusive; dispuso, entonces, la remisión  del asunto a esta dependencia para dilucidar la cuestión, bajo el trance de competencia.
CONSIDERACIONES:
  



Es del resorte de esta Corporación decidir el conflicto que se suscita entre los Juzgados en contienda, en virtud de lo prevenido por el artículo 139 del Código General del Proceso. 
   



El problema a dilucidar, es cuál de los dos despachos es competente para tramitar la consulta de la sanción en el incidente de desacato procedente del Juzgado Cuarto Civil Municipal, que fue asignado por reparto al   Juzgado Quinto Civil del Circuito, el que, a la luz del Decreto 1265 de 1970 y del Acuerdo 1472 de 2002 del CSJ, relacionados con el hecho de que cuando un asunto hubiese sido repartido por primera vez en segunda instancia, en las siguientes ocasiones corresponderá al funcionario al que inicialmente se le repartió, y en atención a que fue el Juzgado Primero Civil del Circuito el que, como superior funcional, tramitó en anterior oportunidad una actuación dentro de dicho expediente, le atañe al mismo decidir la consulta; evento con el que no está conforme su homólogo, porque conforme al Acuerdo CSJRIA 17-738 de noviembre 2 de 2017 “Por medio del cual se toman unas medidas de reordenamiento judicial en los Juzgados Civiles del Circuito de Pereira”, en su artículo 6º  se ordenó: 

 
ARTICULO 6°. Mantener la suspensión del reparto de Procesos nuevos y Acciones Constitucionales al Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, hasta el 31 de diciembre del año 2018. 

 
Además, precisó que el mismo Consejo Seccional de la Judicatura remitió al Jefe de Oficina Judicial una orientación en torno a ese acuerdo, para precisarle que tampoco estaba sujeto al reparto de consultas.





Surge, por tanto, el conflicto entre las funcionarias. 
  



Es preciso acotar, de entrada, que si bien mediante decisión adoptada con anterioridad, en asunto de similar linaje
, entre los mismos despachos judiciales, se atribuyó la competencia para asumir la consulta del auto sancionatorio al Juzgado Quinto Civil del Circuito, por las precisas razones allí contempladas, proveído del que hace gala el Juzgado Primero para afianzar su concepto y apartarse del expuesto en pasados días por otra Sala Unitaria de esta misma Corporación
, a vuelta de revisar la cuestión con mayor detenimiento, se estiman razonables las lucubraciones del Juzgado Quinto Civil, lo que supone un cambio, con los argumentos que siguen, de la anterior interpretación del asunto, que miraba más al aspecto finalista, que a la legalidad de la situación, lo que dio al traste, incluso, con el citado precedente horizontal que, por lo razonable también, se acepta. 
Así se afirma, en vista de que lo que sirvió de impulso en aquella oportunidad para desatar la cuestión que ahora se recoge, tuvo asiento en la precisión que el mismo Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda le dio al Acuerdo CSJRIA17-738, para instar a la Oficina Judicial a tener presente la restricción respecto de ese despacho judicial, salvo en el caso de los desacatos frente a sus propias sentencias de tutela, atendiendo la necesidad de redistribución de la carga de trabajo en los Juzgados Civiles de Circuito de la Ciudad. Pero es claro que allí no se reguló la situación particular, en la forma que lo aprecia el Juzgado Primero. 
Ciertamente, que se cierren puertas para recibir acciones constitucionales y procesos nuevos, no impele a desatender normas como el Decreto 1265 de 1970, que le sirve de pábulo al Juzgado Quinto Civil para proveer en la forma señalada, tanto más cuando en el mismo acuerdo nada se dijo de la competencia en segunda instancia cuando ya se había conocido con antelación de un determinado asunto. Y es que, si se mira bien la regla, aplicada por analogía en cuanto toca con la generalidad de una segunda instancia judicial, establece el numeral 3º del artículo 19 que “Cuando un negocio haya estado al conocimiento de la Sala se adjudicará en el reparto al Magistrado que lo sustanció anteriormente”; norma que trae inserta un competencia privativa para el despacho que conoció y sustanció inicialmente el proceso.
 



Así lo ha dejado sentado en múltiples pronunciamientos la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia que sobre el tema ha expuesto
: 

De conformidad con lo estipulado en el artículo 19 de Decreto 1265 de 1970, «para el reparto de los negocios a las Corporaciones se observarán las siguientes reglas: (…) 3. Cuando un negocio haya estado al conocimiento de la Sala se adjudicará en el reparto al Magistrado que lo sustanció anteriormente». 

Dicha norma, crea, entonces, una competencia privativa para aquél Despacho de la Sala de Casación Civil, que conozca por primera vez de un asunto y lo sustancie, toda vez que dispone, que deberá por tal razón conocer de todos los demás negocios que se remitan a la Corporación relacionados con ese proceso.

2. En el caso bajo estudio, se encuentra que el asunto fue repartido inicialmente al H. Magistrado Jesús Vall de Rutén Ruíz, quien en auto providencia de 29 de mayo de 2015, resolvió devolver las diligencias al Tribunal de origen para que se procediera «de acuerdo a lo expuesto en la parte motiva» esto es, que «la providencia por la que se decide la concesión del recurso de casación, así como la decisión que sobre su reposición haya de adoptarse, deben ser adoptadas por dicho cuero colegiado y no por el ponente».

Lo que pone en evidencia, que en tal Despacho se sustanció anteriormente sobre el asunto, por lo que es quien debe conocer de la presente queja, sin embargo, al volver el negocio de nuevo a la Corte, fue repartido a otro, por cuanto el anterior titular renunció. 

En ese orden de ideas, es claro, que deben remitirse las diligencias al funcionario competente para decidir el recurso.

3. En tal sentido la Corporación, en un asunto de similares características, indicó: 

Se desprende del precepto transcrito que al ocupar el Honorable Magistrado Álvaro Fernando García Restrepo la plaza que otrora ocupara el Honorable Magistrado Arturo Solarte Rodríguez, asumió tanto los procesos que estuvieren pendientes de resolver allí, como aquellos que por cualquier otra razón fueron asignados a los demás Magistrados que conforman la Sala, por ser de competencia privativa suya.

Así acontece en este caso, donde ya se había asumido el conocimiento al declarar prematura la concesión de la opugnación por el Tribunal, lo que pone en evidencia que allí se “sustanció anteriormente”  y que se repartió a uno distinto de manera provisional, toda vez que el anterior titular renunció. (CSJ AC, 26 Mar. 2014, Rad.2014-00197-00, reiterado en pronunciamientos de 14 Abr. 2008, Rad.2008-00411;; 21 May. 2013, Rad.2007-0007; 13 Dic. 2013, Rad.2001-00529;  22 Ene. 2014, Rad.2006-00123; y 19 Feb. 2014, Rad.2004-00469-01).




En la misma perspectiva está el Acuerdo 1472 de 2002, emanado de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, existente para entonces, en cuyo artículo 7°, quedó dicho, respecto de las compensaciones para reparto, entre otras cosas, que una de esas formas se da: 
5. Por adjudicación: Cuando un asunto fuere repartido por primera vez en segunda instancia, en todas las ocasiones en que se interpongan recursos que deban ser resueltos por el superior funcional, el negocio será asignado a quien se le repartió inicialmente.

  



Es regla de carácter superior al Acuerdo del Consejo Seccional, que no ha sido modificada y que, por tanto, se mantiene vigente para casos como el de ahora. 

   



Es posible que la intención del Consejo Seccional hubiera podido ser la de variar esas reglas, pero se quedó solo en ello, porque su acuerdo simplemente habla de procesos nuevos y de acciones constitucionales, mas nada reguló en relación con aquellos asuntos de los que ya, en segunda instancia, había conocido el Juzgado Primero Civil del Circuito que, se reitera, al revisar con mayor estrictez la situación, y muy a pesar de que ello signifique un obstáculo para el loable propósito de que se dedique casi de manera exclusiva a evacuar los procesos antiguos para poderlos llevar a su fin, debe asumir esa carga, porque así está regulado por su superior, y analógicamente se desprende del mentado Decreto. 

  



En este orden de ideas, se ratifica el cambio del criterio expuesto por esta Sala en la providencia arriba citada, para quedar a tono con las normas y el precedente inicial de esta Corporación. En consecuencia, el conflicto se resolverá en el sentido de que el despacho que debe asumir la consulta en el incidente de desacato, es el Primero Civil del Circuito. 
DECISIÓN
 
 
En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, DECLARA que el conocimiento de la consulta del trámite incidental de desacato iniciado por Gloria Inés Flórez Guerrero, en calidad de agente oficiosa de Ligia Guerrero Rodríguez contra la EPS COOMEVA, le corresponde al Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira. 
  



Remítase a ese despacho el expediente. 

   



De esta decisión, infórmese al Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad.

 
Notifíquese.
 
El Magistrado,
 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO                    
� Auto del 23 de enero de 2018, Expediente: 66001-40-03-004-2017-00111-03; MP Jaime Alberto Saraza Naranjo


� Auto del 19 de enero de 2018, Expediente: 66001-40-03-002-2017-00196-04; MP Claudia María Arcila Ríos





 


� Auto AC3513-2016, junio 8 de 2016, M.P. Ariel Salazar Ramírez.
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